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CONTRIBUCIONES DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA SOBRE “ASESINATO DE PERSONAS LGBTIQ+”


El presente documento fue elaborado en atención a la solicitud del Relator Especial sobre ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias dirigida a los Gobiernos de los Representantes Permanentes para la presentación del informe el 79ª período de sesión de la Asamblea General en septiembre de 2024.

La información que se presenta a continuación reporta las políticas públicas y medidas para prevenir el riesgo de violencia de las personas LGBTIQ+. Se recibió información de algunas entidades estatales.[footnoteRef:2] [2:  Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas -UBPD-; Procuraduría General de la Nación -PGN-; Defensoría del Pueblo; Ministerio de la Igualdad y la Equidad; y, Jurisdicción Especial para la Paz -JEP-.] 


CUESTIONARIO

1. Leyes, instituciones, políticas y prácticas que pueden constituir violaciones directas de las obligaciones internacionales de derechos humanos en relación con el derecho a la vida de las personas LGBTQI+.
Defensoría del Pueblo: 
“En Colombia en la actualidad no existen leyes o políticas que constituya violaciones directas de las obligaciones internacionales de derechos humanos en relación con el derecho a la vida de las personas LGBTQI+. No obstante, frente a la práctica, en la actualidad en el Congreso de la república se está debatiendo el proyecto de ley No. 272/22 Cámara “Por medio del cual se prohíbe la práctica de los esfuerzos de corrección y/o represión de orientación sexual e identidad y expresión de género (ECOSIEG) en el territorio nacional y se promueve la no discriminación por motivos de orientación sexual, identidad y expresión de género en las redes de salud mental y otras instituciones y se dictan otras disposiciones”.
2. Leyes, instituciones, políticas y prácticas que rigen la investigación y prevención de muertes potencialmente ilegales de personas LGBTQI+, incluidas aquellas que puedan ser consecuencia de delitos motivados por el odio. 
Jurisdicción Especial para la Paz – JEP-:

“Con el fin de dar cumplimiento al Acuerdo de Paz, la Jurisdicción Especial para la Paz -JEP- aplica de manera transversal el enfoque de género en sus procedimientos, investigaciones y decisiones.

A través del Acuerdo ASP N. 001 de 2020, esta Jurisdicción instituyó la Comisión de Género como una instancia permanente, encargada de promover la efectiva implementación del enfoque de género en el componente de justicia del Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición -SIVJRNR-. Esta comisión propende por la igualdad entre hombres y mujeres, la no discriminación y exclusión de personas con identidades de género y orientaciones sexuales diversas en las decisiones judiciales, en el servicio público de la administración de justicia y en el funcionamiento de la JEP.

la Comisión emitió un concepto en relación con la implementación del Enfoque de Género y su aplicación en el análisis de riesgos y la valoración e implementación de medidas cautelares para las personas LGBTIQ+.”

Ministerio de la Igualdad y la Equidad:

“La Dirección para la Garantía de los Derechos de la Población LGBTIQ+ ha adelantado la reglamentación del Artículo 116 del Plan Nacional de Desarrollo que asigna a esta cartera la reglamentación del funcionamiento del Mecanismo para la Prevención y Atención Integral de Violencias por Prejuicio y Actos de Discriminación a Población LGBTIQ+, en adelante, Mecanismo Articulador para la Prevención y Atención de Violencias por Prejuicio – MAPAVP que permitirá establecer una coordinación interinstitucional para la formulación, definición y monitoreo de rutas, procesos y procedimientos de prevención, atención e investigación oportuna a casos de violencias contra la población LGBTIQ+.

La Unidad de Búsqueda de Personas Dadas por Desaparecidas (UBPD) es una pieza clave de este sistema, pero también existen otras entidades como la Agencia para la Reincorporación y la Normalización (ARN), la Unidad de Implementación del Acuerdo de Paz, y diversas comisiones y programas dedicados a la reconciliación, la verdad y la reparación. Este enfoque integral busca no solo abordar las consecuencias del conflicto, sino también prevenir su reaparición, promoviendo la inclusión, la justicia social y el desarrollo sostenible en todo el territorio nacional.”

Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas – UBPD-:

“Como desafío de la investigación humanitaria y la materialización del enfoque LGBTIQ+, la UBPD ha identificado que existen subregistros asociados a las personas dadas por desaparecidas LGBTIQ+. En ese sentido, con corte a 31 de marzo de 2024, la Unidad de búsqueda ha recibido 32.988 solicitudes de búsqueda, de las cuales, solo 22 corresponden a personas LGBTIQ+ desaparecidas en el marco y en razón del conflicto armado. Dicho registro llevó a considerar la pertinencia de desarrollar acciones específicas de investigación que permitan:

· Impulsar la búsqueda de estas 22 personas LGBTI dadas por desaparecidas.
· Ampliar las fuentes de información, consulta que favorezca la identificación de otras solicitudes.
· Crear metodologías diferenciales para recabar información.
· Avanzar en la protocolización desde el enfoque de género en los procesos forenses.

De esta manera, nace la investigación diferencial con las siguientes acciones:

· Priorización de las Personas Dadas por Desaparecidas en la Estrategia de Contacto Diferenciado: contacto efectivo con las 22 PDD LGBTIQ+ del registro.
· Creación de Unidades de Análisis
· Identificación
· Fuentes
· Cuerpos no identificados (CNI)”

Defensoría del Pueblo: 

“Además de la jurisprudencia, Colombia ha avanzado en la creación de leyes específicas para combatir la discriminación y la violencia basada en la orientación sexual e identidad de género. La Ley 1482 de 2011, conocida como la Ley Antidiscriminación, establece medidas para prevenir y sancionar actos discriminatorios. Esta legislación ha sido crucial para fortalecer el marco jurídico contra la violencia hacia la población OSIGD.

Así mismo, la Fiscalía General de la Nación, expidió la Guía de buenas prácticas para la investigación y judicialización de violencias fundadas en la orientación sexual y/o identidad de género (real o percibida) de la víctima en la que definió estas violencias, la conceptualización de la misma, las obligaciones del Estado colombiano frente a esta investigación y judicialización.

Los ejes centrales de esta guía son: recomendaciones para la tipificación de los delitos y la imputación de los hechos en contra de personas con orientación sexual e identidad de género diversa, de tal manera que no exista una revictimización o se justifiquen las violencias homofóbicas o transfóbicas. También el reconocimiento de la identidad de género y la orientación sexual en la atención a víctimas, testigos, denunciantes, victimarios y usuarios de la Fiscalía General de la Nación que hacen parte de la población LGBTI.”

3. Cualquier cambio en las leyes, políticas y prácticas que pueda haber dado lugar a la reducción de muertes ilegales de personas LGBTQI+.
Sin observaciones.

4. Leyes, políticas y prácticas contra la discriminación basada en la orientación sexual y la identidad de género, que puedan reducir las muertes ilegales de personas LGBTQI+ durante 2020-2024.
Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas – UBPD-:
“La violencia contra las personas LGBTIQ+ en Colombia debe ser comprendida desde la intersección de distintas formas de opresión, ya que quienes son más vulnerables a la violencia muchas veces no tuvieron acceso a educación o trabajos formales y viven en economías altamente criminalizadas como el trabajo sexual o el tráfico de drogas. Por lo tanto, desde la UBPD se considera la inclusión y no discriminación de personas LGBTIQ+ como una medida que también previene la violencia motivada por los prejuicios hacia las orientaciones sexuales, identidades y expresiones de género.
Como práctica institucional la Unidad de Búsqueda ha desarrollado instrumentos institucionales para la prevención, atención y orientación de violencias basadas en género, violencias por prejuicio y otros tipos de discriminación; entre éstas, la Política Interna de Género que plantea acciones estructurales y acciones afirmativas para la disminución de brechas de desigualdad, el acceso a condiciones igualitarias y equitativas y la apropiación del enfoque de género en todas las acciones que se realizan. Esta política fue adoptada a través de la Resolución 1300 de 2023.
Por otro lado, se crea el Protocolo “La Ruda”, herramienta interna que aborda y gestiona los casos de violencias basadas en género, violencias por prejuicio que se dan dentro del ámbito laboral, teniendo un especial énfasis en situaciones de discriminación que pueden sufrir personas LGBTIQ+ que están vinculadas a la entidad.”
Defensoría del Pueblo: 
“El sistema jurídico colombiano reconoce los derechos fundamentales de todas las personas, incluyendo a aquellas que forman parte de la población OSIGD -LGBTI. La Constitución Política de 1991 sienta las bases para la protección de los derechos fundamentales de todas las personas, independientemente de su orientación sexual o identidad de género. El principio de igualdad y no discriminación consagrada en el artículo 13 de la Constitución ha sido crucial en la lucha contra la violencia hacia las personas OSIGD en el país.
La Corte Constitucional de Colombia ha emitido varias sentencias que han afirmado y fortalecido los derechos de la población transgénero. También se han abordado temas específicos, como el acceso y continuidad de tratamientos médicos para la reafirmación de género y la protección contra la discriminación en el ámbito laboral, entre otros.
Además de la jurisprudencia, Colombia ha avanzado en la creación de leyes específicas para combatir la discriminación y la violencia basada en la orientación sexual e identidad de género. La Ley 1482 de 2011, conocida como la Ley Antidiscriminación, establece medidas para prevenir y sancionar actos discriminatorios. Esta legislación ha sido crucial para fortalecer el marco jurídico contra la violencia hacia la población OSIGD-LGBTI.”
Procuraduría General de la Nación: 

“Actualmente, en el Congreso de la República se encuentran en curso los siguientes proyectos de ley asociados a la garantía de los derechos de la población LGTBIQ+:

· Proyecto de Ley N° 183 de 2023 Senado: Título: "Por medio de la cual se dictan lineamientos en la prestación del servicio de salud en la disforia de género y su prevención; se prohíben los tratamientos de reasignación de género, su difusión y orientación en los menores de 18 años y se dictan otras disposiciones" ("¡Con los niños no te metas!"). Este proyecto está pendiente de discutir la ponencia para el primer debate en la Comisión Séptima del Senado.

el Ministerio Público expidió la Directiva 015 del 14 de noviembre de 2023, dirigida a gobernadores y alcaldes electos y salientes, consejeros y consejeras territoriales de planeación, para que informen las acciones realizadas para la protección de los derechos de la población LGBTIQ+.”

5. Cualquier recomendación sobre leyes, instituciones, políticas y prácticas que puedan resultar en la reducción de muertes ilegales de personas LGBTQI+.
Defensoría del Pueblo:
“La Defensoría entregó al país el informe anual “Una Radiografía del Prejuicio”, que contiene la situación de derechos humanos de personas OSIGD - LGBTI y un balance de la Política Pública Nacional, dirigida a esta población durante los años 2019 a 2022, sobre la cual hallamos que de 72 acciones y 95 indicadores a cargo de 22 Entidades del orden nacional solamente se cumplió un 77%, situación que preocupa a la entidad, ya que este plan no contó con la participación de las personas y organizaciones LGBTI y fue resultado de una oferta de servicios por parte de las entidades, traducidas la mayoría en talleres y documentos que permiten medir la transformación de las condiciones materiales de acceso a derechos de esta población.
Encontramos en este documento la debilidad en las políticas y acciones concretas orientadas a fortalecer sus derechos a nivel territorial y a nivel nacional, sumado a esto la ausencia de cifras y datos estadísticos sobre las dinámicas de violencia por prejuicio en el país, sus impactos particulares y la necesidad de generar una respuesta estatal eficaz y contundente.”
Procuraduría General de la Nación: 
“En línea con estos esfuerzos, la Política de Cero Tolerancia a la Discriminación (Resolución No. 0376 de 2020) de la PGN, ha promovido diversas acciones durante 2023 y 2024. Una de ellas fue la Mesa Diálogos por la Vida, que dedicó un bloque temático a la diversidad sexual, abordando las violencias y problemáticas específicas que afectan a mujeres y personas con orientaciones sexuales e identidades de género diversas. Este espacio permitió conocer de primera mano las necesidades y generar incidencia en la adopción de medidas por parte de las autoridades locales.
En el mes de julio, y con la colaboración de la Fiscalía General de la Nación, la Contraloría General de la República, la Policía Nacional y el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, se revisaron y ajustaron once formatos de actos urgentes, incluyendo el de noticia criminal y el acta de inspección técnica de cadáver, para asegurar la adecuada incorporación del enfoque diferencial y de género, mejorando así la respuesta institucional ante casos de violencia.”
6. Leyes, instituciones, políticas y prácticas existentes que no protegen, o parecen hacerlo, el derecho a la vida de las personas LGBTQI+.
Sin observaciones.

7. Casos y ejemplos de falta de respeto y protección del derecho a la vida de las personas LGBTQI+ durante 2020-2024.
Defensoría del Pueblo:
“En el año 2023, la entidad acompañó 119 casos de violencia por prejuicio dirigido hacia mujeres transgénero, de los cuales, 47 se relacionan con barreas para acceso a la salud, 48 hechos de hostigamiento y violencia institucional por parte de la Policía Nacional, 20 casos de barreras para el acceso a tratamientos de salud, entre ellos, procesos de reafirmación de género y la violencia verbal y psicológica en centros penitenciarios y carcelario y  19 casos de amenazas en razón a sus liderazgos, con hechos de violencia psicológica, física, tres tentativas de feminicidio, en 9 de estos casos, su liderazgo se desarrolla en contextos de prostitución, 9 han sido víctimas del conflicto armado. Estos hechos se presentaron en Boyacá, Norte de Santander, Valle del Cauca y Quindío, donde las Duplas de Género activaron tramite de emergencia, ruta de protección y solicitaron medidas preventivas y de atención a los entes territoriales.
En lo corrido del año 2024, la violencia por prejuicio ha cobrado la vida de 8 mujeres transgénero en Colombia, estos casos son materia de investigación por parte de la Fiscalía Nacional de la Nación. El ente acusador, expidió en el año 2022 la Guía de buenas prácticas para la investigación y judicialización de violencias fundadas en la orientación sexual y/o identidad de género (real o percibida) de la víctima en la que definió estas violencias, la conceptualización de la misma, las obligaciones del Estado colombiano frente a esta investigación y judicialización.”
Procuraduría General de la Nación: 
“Los procuradores judiciales penales a través de la intervención activa en las audiencias convocadas han reportado su participación en 12 procesos por presuntos transfeminicidios. De estos, 6 corresponden a agencias especiales, 1 a una priorización por alerta de intervención judicial, y los 5 restantes a priorización mediante intervención ante autoridades asignadas de manera ordinaria.”
Jurisdicción Especial para la Paz -JEP-: 
“Entre enero del 2020 y abril de 2024, la Unidad de Investigación y Acusación -UIA- registró 151 homicidios selectivos de personas con OSEIGD. Esto significa que, en Colombia, durante el periodo indicado en su solicitud, cada diez días asesinaron a por lo menos una persona diversa. La región Caribe es la que presenta más casos de homicidios selectivos de personas diversas (42%), seguida de la región Andina (34%).”
Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas -UBPD-:
“La UBPD cuenta con el Sistema de Información Misional - BUSQUEMOS, a través del cual se recoge información asociada a las solicitudes de búsqueda que han tramitado personas buscadoras.”
***
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